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SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de septiembre de 2018. 

 El Consejo de Titulares del Condominio Palmares de Monteverde nos 

solicita la revisión de una Orden de Mostrar Causa y Resolución Parcial 

emitida por el Departamento de Asuntos del Consumidor (DACo) en la que 

este desestimó una querella sobre defectos y vicios de construcción contra 

Mapfre Praico Insurance Company (Mapfre o la Aseguradora).  Entre otras 

cosas, el DACo determinó que, según lo dispuesto por la Ley 130 de 1967 

y la Ley de Condominios, las fianzas expedidas por la Aseguradora no se 

extienden a las áreas comunes del Condominio que son objeto de la 

Querella presentada por el Consejo de Titulares.    
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 Por los fundamentos que expondremos a continuación, revocamos la 

Resolución recurrida y devolvemos el caso ante la agencia para que 

continúe los procedimientos de conformidad con lo aquí resuelto. 

I. 

 El 26 de febrero de 2016, el Consejo de Titulares del Condominio 

Palmares de Monteverde (Condominio) presentó una Querella sobre 

defectos o vicios de construcción ante el DACo, contra Greenseason 

Development Corporation (Greenseason o Desarrollador), William Ramírez 

Garratón h/n/c EAP Group Practice y Antonio Molina Santos h/n/c EAP 

Group Practice, al amparo de la Ley 130 de junio de 1967, según 

enmendada.  El Consejo de Titulares alegó que el Condominio está 

sometido al Régimen de Propiedad Horizontal y que Greenseason es el 

desarrollador del proyecto.  Indicó, además, que el 4 de junio de 2014 

Greenseason transfirió la administración del Condominio al Consejo de 

Titulares y que luego de dicha transferencia, este reclamó a las partes 

querelladas un sinnúmero de defectos de construcción en varias áreas del 

Condominio.  

 Por su parte, el Consejo de Titulares afirmó que Greenseason posee 

una fianza de fidelidad, por la cantidad de $25,000.00, que responde por 

el desempeño culposo y negligente del Desarrollador durante el tiempo 

que este fungió como administrador interino del proyecto.1  Añadió que el 

Desarrollador posee otra fianza, ascendente al 2% del precio de compra de 

cada unidad y que responde por todas las deficiencias comunales objeto 

de la Querella.  Sostuvo que ambas fianzas fueron suscritas con Mapfre. 

 A tales efectos, el Consejo de Titulares solicitó que los querellados 

repararan todos los defectos de construcción reclamados y que, aquellos 

que no pudieran ser reparados, fueran compensados monetariamente.  

Asimismo, solicitó que la fianza de fidelidad por $25,000.00 suscrita con 

Mapfre respondiera por los actos negligentes de Greenseason.  Por último, 

solicitó la imposición de costas, gastos y honorarios de abogado.  El 

                                       
1 Véase, Querella, Anejo 1 del recurso de revisión judicial, pág. 8.  
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Consejo de Titulares anejó a la Querella un Informe preparado por el 

ingeniero Javier Rodríguez Mejías, en el que este último señaló un listado 

de deficiencias situadas en: la caseta del guardia y entrada, el 

estacionamiento, los edificios de vivienda, facilidades recreativas y áreas 

verdes.   

 En abril de 2016, el Consejo de Titulares enmendó la Querella para 

incluir en sus alegaciones dos informes preparados por Metro Plumbing; 

uno de los cuales el Consejo de Titulares sostiene que refleja deficiencias 

de construcción que afectan directamente a varios titulares, así como 

otras áreas comunes del Condominio.   

 El 26 de abril de 2016, Greenseason, el Sr. Molina Santos y el Sr. 

Ramírez Garratón contestaron la Querella Enmendada.  En síntesis, 

alegaron que la construcción del Condominio se llevó a cabo conforme a 

los códigos y reglamentos de construcción y dentro de los estándares que 

se esperan en la industria de la construcción.  Por su parte, negaron que 

los elementos comunes del Condominio adolecieran de algún defecto de 

construcción, por lo que no procedía que estos realizaran reparación 

alguna.  Entre otras cosas, sostuvieron que el Sr. Molina Santos no diseñó 

el proyecto, ni fue el constructor ni el urbanizador del mismo, por lo que 

no responde por los hechos alegados en la Querella. 

 Entretanto, el 3 de junio de 2016, el DACo realizó una inspección 

del Condominio y emitió un Informe de Investigación de Querella de 

Construcción.  Dicho Informe se archivó en autos el 5 de septiembre de 

2016.  De este surge que, en múltiples de los hallazgos, el inspector del 

DACo señaló que las partes estarían discutiendo el asunto y que existía la 

intención de la parte querellada de repararlos.  En otros hallazgos, se 

especificó que estaban sujetos a que se revisara información adicional, 

mientras que en otros tantos se señaló que no eran necesarios o que 

habían sido eliminados del plano enmendado del proyecto.   

 Por su parte, el 20 de septiembre de 2016, Mapfre presentó su 

contestación a la Querella Enmendada y negó la mayoría de las 
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alegaciones.  Sostuvo que la fianza expedida no cubre las reclamaciones 

objeto de la Querella y que el Consejo de Titulares no es beneficiario de los 

“Maintenance Guarantee Bonds”, expedidos por Mapfre.  Aseguró que el 

Consejo de Titulares no tiene capacidad ni legitimación para reclamarle a 

la Aseguradora y que quienes único tienen capacidad son los compradores 

originales o compradores subsiguientes, siempre y cuando hayan 

adquirido un apartamento en el Condominio dentro de los dos años 

siguientes a la fecha del otorgamiento de la escritura de compraventa del 

comprador original.  Entre sus defensas afirmativas, la Aseguradora 

formuló que no existe una fianza vigente por la cual esta pueda ser 

llamada a responder en este caso y que los “Maintenance Guarantee 

Bonds” que esta expidió a favor de los compradores de las unidades del 

Condominio, están vencidas; esto, pues según alegó, han transcurrido 

más de dos años desde que se otorgaron las escrituras de compraventa. 

 Luego de varios trámites, el DACo citó a las partes a una vista 

administrativa a llevarse a cabo el 26 de octubre de 2016.  No obstante, 

un día antes, el 25 de octubre, Mapfre presentó una Moción en solicitud de 

Sentencia Sumaria.  En síntesis, puntualizó que el Consejo de Titulares 

fue quien compareció como parte querellante, mas no compareció ninguno 

de los titulares en su carácter individual.  Argumentó que el “Maintenance 

Guarantee Bond” se emitió para corregir deficiencias de una propiedad 

particular y no áreas comunes del Condominio.  De esa forma, insistió en 

que toda vez que el Consejo de Titulares no es titular de ningún 

apartamento del Condominio, está impedido de reclamar en este caso.  En 

ese sentido, solicitó al DACo que declarara Con Lugar su solicitud de 

Sentencia Sumaria puesto que el Consejo de Titulares no tiene 

legitimación activa para reclamar.  En la alternativa, arguyó que las 

deficiencias reclamadas quedan fuera del ámbito de los “Maintenance 

Guarantee Bond”, pues estas van dirigidas a la reparación de deficiencias 

en apartamentos particulares y no en áreas comunes.   
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 Posteriormente, en febrero de 2017, el Sr. Molina Santos presentó 

una Moción de desestimación.  Planteó que, a pesar de ser el Presidente de 

Greenseason, este no fue el constructor ni el desarrollador del 

Condominio, sino que se limitó a ejercer sus funciones como Presidente, 

accionista y miembro de la Junta de Directores de Greenseason.  De esta 

forma, arguyó que de la Querella no surgen alegaciones que justifiquen 

descorrer el velo corporativo, por lo que el Consejo de Titulares no tiene 

una causa de acción en su contra.     

En noviembre de 2017, la parte recurrente presentó una moción en 

la que notificó que el Consejo de Titulares había aprobado una oferta 

transaccional parcial que estaría remitiendo a las partes querelladas.  A 

su vez, el Consejo de Titulares informó que el Departamento de Bomberos 

de Puerto Rico estaría notificando un reporte escrito próximamente.  Sin 

embargo, en enero de 2018, el Consejo de Titulares presentó otra moción 

en la que afirmó que aún no había recibido el reporte escrito y solicitó al 

DACo la celebración de una vista administrativa.   

 Así las cosas, el 7 de mayo de 2018, el Consejo de Titulares presentó 

otra moción ante el DACo.  Esta vez, resaltó que el 6 de marzo de 2018, 

todas las partes se reunieron en el Condominio y discutieron las 

alegaciones pero que aún se encontraban a la espera de que las partes 

querelladas le remitieran una oferta transaccional, según habían 

acordado. El Consejo de Titulares añadió que el Departamento de 

Bomberos de Puerto Rico emitió un informe con su postura en torno a las 

deficiencias señaladas en los predios del Condominio y que dicho informe 

se les notificó a las partes querelladas sin recibir respuesta alguna.  Por 

último, solicitó al DACo que ordenara a las partes querelladas la 

notificación de una oferta transaccional y recalcó su solicitud de que se 

celebrara una vista administrativa.             

 Finalmente, el 1 de junio de 2018, el DACo emitió Orden de mostrar 

causa y Resolución Parcial.  Estableció que de los documentos que 

acompañan la Querella, no surge evidencia que demuestre que el Sr. 
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Molina Santos haya actuado en su carácter personal, por lo que no 

aparenta tener responsabilidad.  En ese sentido, dio término al Consejo de 

Titulares para que mostrara causa por la cual no debía desestimar la 

Querella en contra del Sr. Molina Santos.   

 Por otro lado, resaltó que el 26 de octubre de 2016, se celebró una 

vista sobre el estado de los procedimientos en la que las partes tuvieron 

amplia oportunidad de conversar con el fin de lograr un acuerdo 

transaccional parcial.  El DACo añadió que le dio oportunidad al Consejo 

de Titulares de someter los acuerdos alcanzados, para su aprobación. Hizo 

un recuento del tracto procesal del caso y afirmó que, según lo dispuesto 

en las mociones presentadas por el Consejo de Titulares, las partes aún 

no han concluido el proceso para lograr un acuerdo transaccional.  Añadió 

que tales circunstancias impiden la celebración de una vista 

administrativa, puesto que se desconoce cuáles son los asuntos que aún 

están en controversia.   

 Por último, entendió que obra en el expediente prueba suficiente 

para concluir que procede resolver sumariamente la reclamación en 

contra de Mapfre.  A esos efectos, DACo determinó que a la Aseguradora 

no le corresponde responder por defectos o vicios de construcción en los 

elementos comunes del Condominio, por lo que desestimó la Querella en 

su contra.  

 Insatisfecho, el 13 de junio de 2018, el Consejo de Titulares 

presentó Moción en cumplimiento de orden de mostrar causa y solicitud de 

reconsideración de Resolución Parcial.  Insistió en que era necesaria la 

celebración de una vista administrativa para dilucidar el grado de 

responsabilidad del Desarrollador y del contratista del Condominio, tras 

estos haber incumplido con todos los requisitos requeridos por el 

Departamento de Bomberos para la expedición de los permisos 

correspondientes.  Añadió que, siendo Mapfre la aseguradora de 

Greenseason, esta responde por sus actuaciones culposas o negligentes, 

por lo que haber desestimado la Querella en su contra fue prematuro.  
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 En el término provisto para ello, el DACo no se expresó sobre la 

solicitud de reconsideración del Consejo de Titulares, por lo que el 25 de 

julio de 2018, este presentó el recurso de revisión que nos ocupa.  En 

este, planteó la comisión de los siguientes errores: 

Primer error: Erró DACO al resolver sumariamente, sin 
celebrar vista administrativa solicitada, la solicitud de 

MAPFRE PRAICO a los fines de que la fianza de $25,000.00 
por desempeño culposo y negligente del desarrollador no 

aplicaba al presente caso, ello teniendo dicha agencia ante su 
atención una Querella que contiene reclamaciones en cuanto 
a que el desarrollador entregó la administración al 

Condominio Palmares de Monteverde sin contar con los 
permisos finales del Departamento de Bomberos de Puerto 

Rico, existiendo constancia de informes del Departamento de 
Bomberos de Puerto Rico señalando las deficiencias que 
impiden el otorgamiento de los permisos.  DACO erró al 

concluir que esa fianza no responde por defectos de 
construcción, ya que se trata de un incumplimiento del 
desarrollador que denota culpa y negligencia al no contar con 

los permisos necesarios para que el Condominio Palmares de 
Monteverde pueda operar conforme a la reglamentación del 

Departamento de Bomberos de Puerto Rico.  
  
Segundo error: Erró DACO al no expresarse sobre su Orden 

concediendo quince días a partir de la fecha de su Orden de 
Mostrar Causa y Resolución Parcial para que se mostrara 
causa por la cual dicha agencia no deba desestimar la 

Querella y ordenar su cierre y archivo en cuanto a la parte 
querellada Antonio Molina Santos, aduciendo que para 

imponerle responsabilidad había que presentar prueba bajo la 
figura del alter ego y descurrir, [sic] el velo corporativo, ello 
cuando no concedió la vista administrativa solicitada.     

 

 Dimos término a Mapfre para que expresase su posición respecto a 

los planteamientos del Consejo de Titulares.  Oportunamente, el 27 de 

agosto de 2018, la Aseguradora presentó su Alegato.  En esencia, Mapfre 

reprodujo sus argumentos ante el DACo, a los efectos de que las fianzas 

que este expidió a favor del Desarrollador se limitan a responder 

únicamente por las reparaciones o correcciones de los apartamentos 

particulares que compone el Condominio y no por las deficiencias 

ubicadas en los elementos comunes del mismo.  En ese sentido, adujo 

que, toda vez que las reclamaciones alegadas por el Consejo de Titulares 

se refieren a áreas comunes del Condominio, las fianzas emitidas por 

Mapfre no aplican. 
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 Contando con las posturas de ambas partes y a la luz de la totalidad 

del expediente, procedemos a resolver conforme al marco legal que 

expondremos a continuación.  

II.  

A. Revisión Judicial 

La revisión judicial de las determinaciones administrativas tiene 

implicaciones importantes, ya que es a través de este mecanismo que el 

tribunal cumple con el mandato constitucional de velar por la legalidad de 

las acciones de las diversas entidades gubernamentales. Ríos Martínez, 

Com. Alt. PNP v. CLE, 196 DPR 289 (2016); Junta Dir. Portofino v. P.D.C.M., 

173 DPR 455 (2008).  El derecho a cuestionar la determinación de una 

agencia mediante revisión judicial es parte del debido proceso de ley 

protegido por la Constitución de Puerto Rico.  Assoc. Condomines v. 

Meadows Dev., 190 DPR 843 (2014); Picorelli López v. Depto. de Hacienda, 

179 DPR 720, 736 (2010); Asoc. Vec. De Altamesa Este v. Mun. San Juan, 

140 DPR 24, 34 (1996).  Para cumplir con ese principio, el Artículo 4.006 

(c) de la Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

otorga la competencia apelativa a este Tribunal para revisar las 

decisiones, órdenes y resoluciones finales de organismos o agencias 

administrativas.2  

Ha sido reiterado por nuestro ordenamiento jurídico la gran 

deferencia debida a las determinaciones administrativas.  Ello en vista al 

gran conocimiento especializado y experiencia que las agencias ostentan. 

Pagán Santiago, et al. v. ASR, 185 DPR 341, 358 (2012).  La decisión de 

una agencia administrativa gozará de una presunción de legalidad y 

corrección que será respetada, siempre que la parte que la impugna no 

produzca evidencia suficiente para rebatirla. Batista, Nobee v. Jta. 

Directores, 185 DPR 206, 215 (2012).  El criterio rector para la revisión de 

este tipo de determinación es el de razonabilidad, esto es, si la actuación 

de la agencia fue ilegal, arbitraria o tan irrazonable, que constituye un 

                                       
2 Ley Núm. 201-2003, según enmendada, 4 LPRA sec. 24y(c). 
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abuso de discreción. Íd., pág. 216. La revisión usualmente comprende las 

siguientes áreas: (1) si se concedió el remedio apropiado; (2) si las 

determinaciones de hechos son conformes al principio de evidencia 

sustancial; y (3) si las conclusiones de derecho son correctas. Asoc. Fcias. 

v. Caribe Specialty, et al. II, 179 DPR 923, 940 (2009). 

Según lo dispone la Sección 4.5 de la Ley Núm. 38-2017, conocida 

como Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de 

Puerto Rico, ante una revisión judicial, el tribunal sostendrá las 

determinaciones de hechos de una agencia administrativa si están 

basadas en evidencia sustancial que obre en el expediente. 3 LPRA sec. 

2175.  Evidencia sustancial es aquella evidencia relevante que “una mente 

razonable podría aceptar como adecuada para sostener una conclusión”. 

Acarón, et al. v. D.R.N.A., 186 DPR 564, 584 (2012).  La aplicación de este 

criterio busca “evitar sustituir el criterio del organismo administrativo 

especializado por el del foro judicial revisor". Íd.; Hernández, Álvarez v. 

Centro Unido, 168 DPR 592, 615 (2006); P.C.M.E. v. J.C.A., 166 DPR 599, 

615 (2005). 

La parte recurrente tendrá la carga de demostrar que en el 

expediente administrativo existe otra prueba que reduce o menoscaba el 

valor probatorio de la evidencia que impugna, al punto tal que se pueda 

concluir que, ante la totalidad de la prueba que tuvo ante su 

consideración, la determinación de la agencia no fue razonable. Otero v. 

Toyota, 163 DPR 716, 728 (2005).  Si dicha parte falla en demostrar que la 

determinación de la agencia no estuvo basada en evidencia sustancial o 

que existe otra prueba que reduce el valor de la prueba impugnada, el 

tribunal debe respetar las determinaciones de hechos. Íd.  En cambio, las 

conclusiones de derecho podrán revisarse en toda su extensión. 3 LPRA 

sec. 2175. Aun así, debe dársele gran peso y deferencia a las 

interpretaciones que hacen las agencias de las leyes específicas que se les 

ha encomendado poner en vigor, por lo que sus conclusiones no pueden 

descartarse libremente. Hernández Álvarez v. Centro Unido, supra. 
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B. Ley de Condominios 

La Ley Núm. 103-2003, conocida como Ley de Condominios, 31 

LPRA sec. 1291 y ss, enmendó la Ley de Propiedad Horizontal, Ley Núm. 

104 de 25 de junio de 1958.  Dicho cuerpo normativo tiene el propósito de 

fortalecer el Régimen de Propiedad Horizontal y adecuarlo a la realidad 

social del país. Consejo de Titulares v. Williams Hospitality, 168 DPR 101 

(2006). Asimismo, pretende “mejorar y fortalecer aún más el régimen 

existente, como sistema revestido de interés público por la función social 

que desempeña en nuestro desarrollo urbano”.3  A esos efectos, la Ley de 

Condominios establece mecanismos necesarios para tramitar los 

inevitables conflictos que surgen al residir en una estructura con 

elementos comunes con diversos titulares. D.A.Co v. Junta Cond. Sandy 

Hills, 169 DPR 586 (2006); Amill Bracer v. Junta de Directores Condominio 

Pumarada, 156 DPR 495 (2002); Srio. D.A.Co v. J. Condominios C. Martí, 

121 DPR 807 (1988). Como parte del esquema legislativo, dicho 

ordenamiento provee los organismos que componen el gobierno interno del 

régimen, identificándolos como la Junta de Directores, incluyendo su 

Presidente y el Consejo de Titulares. Íd.; D.A.Co v. Junta Cond. Sandy 

Hills, supra. 

Por su parte, la Ley de Condominios establece que el titular o los 

titulares que sometan el inmueble al régimen de propiedad horizontal, 

asumirán la administración inicial del inmueble, con todos los poderes y 

deberes que dicha ley confiere e impone, y los que el Reglamento confiera 

e imponga al Director o a la Junta de Directores, al Presidente y al 

Secretario. 

(a) La administración interina comenzará tan pronto se 
venda el primer apartamiento. [. . .] 

 
[. . .] 

                                       
3 Exposición de Motivos, Ley de Condominios. 
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(b) El Administrador Interino tendrá las siguientes 

responsabilidades: 
 

(1) Atender todo lo relacionado con el buen gobierno, 
administración, vigilancia, conservación, cuidado, 
reparación y funcionamiento de las cosas y elementos 

de uso común y de los servicios generales y necesarios 
para cumplir con lo antedicho en este inciso. 

 

[. . .] 
 

31 LPRA sec. 1293-1. (Énfasis nuestro). 

 

 Ahora bien, previo a que los titulares elijan a las personas que 

conformarán la Junta de Directores y previo al traspaso de la 

administración a esta, cualquier titular podrá convocar a una asamblea 

con el propósito de elegir un Comité de Transición, cuyo propósito será 

obtener aquella información y documentación pertinente y relativa a la 

gestión de la administración interina.  31 LPRA sec. 1293-1 (e).  

El Comité de Transición podrá requerir del administrador 
interino y del desarrollador, cuando actúe como 

administrador interino un informe del estado del condominio, 
y podrá revisar todos los documentos públicos relacionados 

con el mismo […].  También podrá revisar e inspeccionar los 
documentos relacionados con las finanzas del régimen, 
incluida la fianza de fidelidad […]. Id. (Énfasis nuestro). 

 

 Antes de que se lleve a cabo la asamblea de traspaso de 

administración, el Administrador Interino le entregará al Comité de 

Transición:   

(12) Copia certificada de las fianzas de fidelidad que 

entrarán en vigor al momento del traspaso de la 
administración al Consejo de Titulares.  Las fianzas 

deberán prestarse por una entidad autorizada por el 
Comisionado de Seguros, para cubrir: 
 

(A) La totalidad de las cuotas de mantenimiento que por 
ley venía obligado a aportar y no hubiere cubierto, según 
éstas hayan sido determinadas por el contador público 

autorizado que certifique los estados de situación al momento 
del traspaso de la administración interina a los titulares, 

según se dispone en esta sección. 
(B) El desempeño negligente o culposo de sus 

funciones como administrador interino.  En todo caso, esta 

fianza de fidelidad no será por una cantidad menor de 
veinticinco mil dólares ($25,000).  

 
Dichas de fidelidad se emitirán a favor del Consejo de 

Titulares y se mantendrán vigentes durante dos (2) años a 

partir del traspaso de la administración a los titulares.  
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El costo de la fianza aquí dispuesta, que se mantendrá 
vigente por dos (2) años, así como los gastos relacionados 

para la entrega de la información y documentación anterior 
serán por cuenta del desarrollador.  31 LPRA sec. 1293-1 (f). 

 

C. Ley 130 de 1967 

La Ley Núm. 130 de 13 de junio de 1967, según enmendada, 17 

LPRA sec. 502 et seq., conocida como la Ley de la Oficina del Oficial de 

Construcción, confirió al DACO la facultad para investigar y adjudicar las 

querellas sobre prácticas indeseables en el negocio de la construcción.  

Medina Sánchez v. Swiss Chalet, Inc., 178 DPR 363 (2010).  Dicha oficina 

se creó para proteger a los compradores de vivienda por considerarlos el 

ente más débil, lo cual justifica que el Estado les brinde su protección. Id. 

La Ley 130 de 1967 define “urbanizador o constructor” como: “[T]oda 

persona que se dedique al negocio de la construcción en calidad de 

empresario o principal responsable de la promoción, diseño, venta, 

construcción de obras de urbanización para viviendas, bien del tipo 

individual o multipisos. [. . .]”. 17 LPRA sec. 502 (d).   

En lo aquí pertinente, la Ley 130 de 1967 establece lo siguiente: 

El Oficial de Construcción podrá, luego de haber realizado los 
estudios necesarios sobre el particular, exigir al urbanizador o 
constructor que, al momento del otorgamiento de la 

escritura de compraventa final de la vivienda, éste preste 
una fianza o seguro por una suma no mayor de diez por 

ciento (10%) del precio de venta de dicha vivienda.  
 
[. . .] 

 
Dicha fianza o seguro se mantendrá vigente por el término 
mínimo de dos (2) años a partir de la fecha del otorgamiento 

de la escritura de compraventa final de la vivienda. La fianza 
o seguro será para garantizar los gastos de reparación y 

corrección de los defectos en la construcción y podrá ser 
en metálico, pignoraticia, hipotecaria o solidaria a prestarse 
por compañía o corporación de garantías y fianzas 

autorizadas a hacer negocios en Puerto Rico. [. . .]. 
 

17 LPRA sec. 508. 
 

III. 

 De entrada, es meritorio señalar que estamos ante la revisión de 

una Resolución sumaria desestimatoria, la cual, a pesar de ser 

denominada como una Resolución Parcial, lo cierto es que mediante esta el 
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DACo adjudicó la controversia relativa a la posible responsabilidad de 

Mapfre, como aseguradora de Greenseason.  Tomando en consideración 

ciertas disposiciones de la Ley 130 de 1967 y de la Ley de Condominios, el 

DACo concluyó que a Mapfre no le corresponde responder por defectos o 

vicios de construcción en los elementos comunes del Condominio, razón 

por la cual desestimó la Querella en su contra y la eliminó del pleito.  Tal 

adjudicación definitiva, distinguible de un mero asunto procesal, le 

imprime el carácter final que permite nuestra efectiva revisión judicial.  

 Teniendo en cuenta lo anterior, pasamos a revisar la resolución 

recurrida.  En primer lugar, el Consejo de Titulares plantea que erró el 

DACo al resolver sumariamente que la fianza de fidelidad que expidió 

Mapfre, por la cantidad de $25,000.00, no aplica en el presente caso 

puesto que la misma no se extiende a las áreas comunes del Condominio.  

Añadió que de la Querella surgen alegaciones sobre actos culposos o 

negligentes atribuibles a Greenseason, como administrador interino del 

Condominio, por lo que su grado de responsabilidad es un asunto que 

merece ser dilucidado en una vista administrativa.  Coincidimos, en parte, 

con los planteamientos del Consejo de Titulares. 

 En su Resolución, el DACo expuso los aspectos pertinentes de la 

Ley 130 de 1967 y concluyó que las fianzas expedidas por Mapfre al 

amparo de esta ley responden únicamente por los apartamentos 

individuales, puesto que de las mismas no surge que su cubierta se 

extienda a elementos comunes.  Hemos hecho un análisis concienzudo de 

la totalidad del expediente y del mismo surge copia de uno de los 

“Maintenance Guarantee Bond” expedidos por Mapfre.  Una lectura del 

contenido de dicho documento refleja que tales fianzas fueron emitidas 

para el beneficio de apartamentos individuales, al amparo de lo dispuesto 

en la Ley 130 de 1967.  Tan es así que el texto de la fianza especifica que 

el DACo deberá notificar a Mapfre de cualquier incumplimiento de 

Greenseason, luego de que este último haya sido notificado de alguna 
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deficiencia en la propiedad que se especifica en la fianza.4  En cuanto a las 

fianzas expedidas al amparo de la Ley 130 de 1967, no tenemos duda de 

que el alcance de estas se extiende a la corrección de deficiencias en los 

apartamentos particulares para los cuales fueron emitidas. 

 Por otro lado, el DACo hizo referencia a ciertas disposiciones de la 

Ley de Condominios, incluida la fianza de fidelidad que dicha ley exige a 

todo aquel administrador interino una vez se propone traspasar la 

administración del Condominio al Consejo de Titulares.  Como reseñamos 

anteriormente, los propósitos de la prestación de dicha fianza de fidelidad 

son cubrir: 1) la totalidad de las cuotas de mantenimiento que por ley 

venía obligado a aportar y no hubiere cubierto y 2) el desempeño 

negligente o culposo de sus funciones como administrador interino.  31 

LPRA sec. 1293-1 (f) (12) (A) y (B).  Acto seguido, el DACo concluyó que 

“[c]onforme a lo anterior, la fianza no responde por defectos de 

construcción de los elementos comunes del Condominio.”5  No obstante, 

para arribar a dicha determinación el DACo no hace referencia al 

contenido de la fianza de fidelidad suscrita por Mapfre; la cual, valga 

resaltar, no obra en el expediente ante nuestra consideración y la parte 

recurrente expone que no fue provista por Mapfre, por lo que se nos hace 

imposible adjudicar sobre su contenido.  No surge de las determinaciones 

de hechos del DACo en qué basó su determinación para concluir que, a 

partir de la Ley de Condominios, la fianza de fidelidad de $25,000.00 

expedida por Mapfre, no aplica a los defectos de construcción señalados 

en los elementos comunes del Condominio.    

 Un vistazo a la Ley de Condominios nos revela que una de las 

principales funciones del Administrador Interino es precisamente la 

“administración, vigilancia, conservación, cuidado, reparación y 

                                       
4 Véase, Apéndice del recurso de revisión judicial, pág. 195.  “IT IS HEREBY 

UNDERSTOOD AND AGREED that the Obligee shall notify the Surety of any non 

compliance by the Principal within 90 days after the Principal has been notified by the 

Obligee of existing deficiencies in the above mentioned property location.” (Énfasis 
nuestro). 
5 Véase, Orden de mostrar causa y Resolución Parcial, Apéndice del recurso de revisión 

judicial, pág. 234. 
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funcionamiento de las cosas y elementos de uso común y de los 

servicios generales y necesarios para cumplir con lo antedicho en este 

inciso.” 31 LPRA sec. 1293-1.  En este caso, no existe controversia en 

cuanto a que la desarrolladora Greenseason fungió como el Administrador 

Interino del Condominio, hasta el traspaso de dicha administración al 

Consejo de Titulares el 4 de junio de 2014.  Tampoco existe controversia 

en que ambas fianzas - la requerida por la Ley 130 de 1967 y la requerida 

por la Ley de Condominios - fueron expedidas por Mapfre.  De hecho, así 

lo reconoce el propio DACo en su Resolución.6   

Por tanto, siendo uno de los propósitos de la fianza de fidelidad 

responder por actos culposos o negligentes de Greenseason mientras se 

desempeñó como Administrador Interino del Condominio y, siendo una de 

sus funciones como Administrador Interino la conservación y reparación 

de elementos de uso común, coincidimos con el Consejo de Titulares en 

que fue prematuro que el DACo desestimara la Querella en contra de la 

Aseguradora del Desarrollador.  Esto, sin haber celebrado una vista 

administrativa en la que se dilucidara cuáles defectos de construcción, si 

alguno, aún existen en el Condominio y cuáles de tales defectos recaen 

bajo el desempeño, culposo o negligente, del Desarrollador.  Más aún 

cuando el mismo DACo no tenía claro cuáles eran las controversias ante 

sí.7  El DACo basó su determinación en su interpretación, a nuestro juicio 

desacertada, de la Ley de Condominios.  Reiteramos que ni de la 

Resolución recurrida ni del expediente surge el contenido de la fianza de 

fidelidad expedida por Mapfre, por la cantidad de $25,000.00.  Encima, la 

Aseguradora hace referencia en todos sus escritos únicamente a los 

“Maintenance Guarantee Bond” que expidió a favor de Greenseason, al 

amparo de la Ley 130 de 1967.    

                                       
6 Id.  
7 Al DACo afirmar tener conocimiento de las conversaciones transaccionales entre las 

partes menciona “que se desconoce cuáles son las controversias que aún persisten, que 

serían litigiadas y posteriormente resueltas.” Véase, Orden de mostrar causa y Resolución 
Parcial, Apéndice del recurso de revisión judicial, pág. 232. 
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Por tanto, concluimos que el DACo erró en el ejercicio de su 

discreción al desestimar la Querella contra Mapfre de manera sumaria, 

pues de la Resolución recurrida no surge en qué específicamente basó su 

determinación para concluir que, según la Ley de Condominios, a Mapfre 

no le corresponde responder.  Si bien es cierto que la fianza de fidelidad 

que exige la Ley de Condominios no responde por vicios o defectos de 

construcción, lo cierto es que sí podría cubrir actos culposos o negligentes 

del desarrollador durante su desempeño como administrador interino.  A 

tales efectos, revocamos dicha determinación y ordenamos a que Mapfre 

se reintegre al pleito.  Asimismo, ordenamos al DACo a que celebre una 

vista administrativa con el fin de resolver las controversias que quedan 

pendientes entre las partes y así pueda evaluar, si bajo la Ley de 

Condominios procede o no imponer responsabilidad en cuanto al reclamo 

instado sobre acciones u omisiones negligentes relacionadas a los 

presuntos defectos de construcción.  Hacemos hincapié en que lo aquí 

dispuesto no es óbice para que el DACo, de entenderlo conveniente, paute 

previamente una vista que le permita verificar el detalle de las 

controversias que en efecto será necesario adjudicar y pueda conocer el 

estatus de las conversaciones transaccionales que iniciaron las partes. 

A tono con lo expuesto anteriormente, resulta inmeritorio que 

entremos en el análisis del segundo señalamiento de error. 

IV. 

Por lo anterior, procedemos a revocar, en parte, la Resolución 

Parcial emitida por el DACo.  En específico, revocamos su determinación 

de desestimar la Querella contra Mapfre bajo la Ley de Condominios.  A su 

vez, ordenamos la celebración de una vista administrativa con el propósito 

de que el DACo dilucide todas las controversias que quedan pendientes en 

cuanto a la existencia o no de defectos o vicios de construcción que 

prevalezcan en el Condominio y determine el posible vínculo que dichas 

deficiencias puedan tener con el desempeño de Greenseason mientras 
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fungió como Administrador Interino del Condominio; asunto crucial para 

dilucidar si aplica o no la fianza de fidelidad expedida por Mapfre. 

Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

  

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


